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conveniente que las Administraciones Públicas hagan un esfuerzo en coordinarse en esta 
materia y que se utilice la misma terminología, los mismos criterios, procedimientos, y 
documentos, de tal forma que los agentes económicos, o licitadores, cualquiera que sea 
el ámbito territorial en el que muestren interés sobre una contratación, tengan la certeza y 
seguridad, de que la documentación, terminología, principios y criterios serán similares, 
cualquiera que sea el órgano de contratación.

Visto lo anteriormente expuesto y en el marco de colaboración mutua que debe 
presidir las relaciones entre las Administraciones Públicas y en cumplimiento de lo 
establecido en el artículo 4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, Ley de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, los 
representantes de ambas partes consideran que sería muy beneficioso para el 
cumplimiento de sus respectivos fines el establecer un marco de colaboración en el 
ámbito de las citadas materias de contratación pública.

Asimismo, el artículo 33 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible 
prevé la cooperación entre las Administraciones Públicas con el fin de adoptar medidas 
para la racionalización y contención del gasto público.

El contenido de las propuestas de actuación del presente Convenio se encuentran 
incluidas dentro de las medidas aprobadas por la Comisión para la Reforma de las 
Administraciones Públicas (CORA), creada por Acuerdo del Consejo de Ministros de 
fecha 26 de diciembre de 2012, en concreto la medida n.º 1.04.001 relativa a la Plataforma 
de Contratación del Sector Público y la medida n.º 1.04.003 relativa a los Registros 
Oficiales de Licitadores y Empresas Clasificadas de las Comunidades Autónomas.

Por lo que al procedimiento para la celebración de Convenios se refiere es preciso 
tener en cuenta lo previsto en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Según establece la Disposición adicional decimotercera de la Ley 30/1992, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, en el ámbito de la Administración General del Estado, los titulares de los 
Departamentos Ministeriales y los Presidentes o Directores de los Organismos Públicos 
vinculados o dependientes podrán celebrar los Convenios previstos en el artículo 6, 
dentro de las facultades que les otorga la normativa presupuestaria y previo cumplimiento 
de los trámites establecidos, entre los que se indicará necesariamente el informe del 
Ministerio o Ministerios afectados.

En tanto no tenga lugar un desarrollo normativo de dicha materia, deben entenderse 
aplicables las previsiones contenidas en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 2 de marzo 
de 1990, modificado por el Acuerdo de Consejo de Ministros de 3 de julio de 1998, relativos 
al contenido de los Convenios y procedimiento para su aprobación previa a su firma.

El Acuerdo del Consejo de Ministros de 2 de marzo de 1990, sobre Convenios de 
Colaboración entre la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas, 
modificado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 3 de julio de 1998, sobre competencia 
para celebrar convenios de colaboración con las Comunidades Autónomas, publicados 
por sendas Resoluciones de la extinta Secretaria de Estado para las Administraciones 
Públicas («BOE» de 16 de marzo de 1990 y 3 de julio de 1998, respectivamente) dispuso 
en su apartado primero que la suscripción de convenios de colaboración entre la 
Administración del Estado y las Comunidades Autónomas deberá ser autorizada con 
carácter previo por la Comisión Delegada del Gobierno para Política Autonómica, 
atribuyendo, en su apartado séptimo, punto 3, al entonces Secretario de Estado para las 
Administraciones Territoriales, la autorización provisional de aquellos convenios en los 
que el informe del extinto Ministerio de Administraciones Públicas fuera favorable o en los 
que, formuladas observaciones sobre aspectos formales, éstas hubieran sido 
completamente subsanadas, añadiendo que esta autorización provisional deberá ser 
ratificada por la Comisión Delegada del Gobierno en la primera sesión que ésta celebre.

El Real Decreto 1886/2011, de 30 de diciembre, por el que se establecen las 
Comisiones Delegadas del Gobierno, en su Disposición adicional cuarta, punto 1, 
suprimió la citada Comisión Delegada del Gobierno para Política Autonómica.
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